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Procede el Despacho a emitir fallo dentro de la ACCION DE TUTELA, que 

promovió, la señora PEDRO JOSÉ OCAMPO ÁLVAREZ contra de EPS SAVIA 

SALUD, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales a la salud y 

la dignidad humana. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.1 Supuestos facticos. - Manifestó el accionante que padece de AUSENCIA 

CONGÉNITA ATRESIA/MICORTIA DERECHA y como consecuencia de ello una 

HIPOACUSIA CONDUCTIVA, indica que su actual prótesis le fue puesta desde el 

2010. Expone que desde el año 2020 su prótesis fue evaluada por expertos que 

dijeron que ya no está funcionando, por deterioro normal de los equipos con su 

tiempo de uso, por lo cual es necesario actualizarlos o cambiarla por una nueva 

prótesis, lo cual es evidente ya que según su anaplastologa y otólogo indican que 

cada 3 años dicha prótesis debe ser cambiada. 

 

Por lo cual solicita se ordene a SAVIA SALUD EPS autorizar de forma inmediata y sin 

ninguna dilación lo ordenado SUSTITUCIÓN DE PRÓTESIS AURICULAR VISTAFIX DE 

COCHLEAR. 

   



   

 

   

 

1.2 Tramite. - Admitida la solicitud de tutela el 22 de julio hogaño, se vincula a 

SECRETARÍA SECCIONAL DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL DE ANTIOQUIA y 

CENTRO DE DIAGNOSTICO OTOLÓGICO S.A.S. se ordenó la notificación a la 

accionada y vinculadas.  

 

1.2.1 La E.P.S. EPS SAVIA SALUD manifestó que, Una vez revisado la acción de 

tutela en comento se evidencia que el usuario fue valorado en la clínica soma el 23 

de junio por otología donde el médico le ordenó código cups 187101 reconstrucción 

protésica de aurícula para cambio de prótesis auriculares en silicón bilateral, no le 

ordena prótesis auricular vistafix de coclear. 

 

En virtud de lo anterior se analizó la solicitud y luego de ello se conceptuó la 

pertinencia médica por parte de la médica Gladys Amparo Ramírez lo siguiente: “en 

conclusión, el usuario Pedro José Ocampo Álvarez identificado con cc 1000308232, 

de 18 años de vida, solicita procedimiento estético, no funcional, el hecho de 

autorizarlo sería incurrir en detrimento patrimonial del estado, por lo tanto, no es 

posible generar la autorización, se reitera es estético”. 

 

El fundamento sobre el cual descansa el criterio de necesidad es que exista orden 

médica autorizando el servicio. Así las cosas, la remisión del médico tratante es la 

forma instituida en nuestro Sistema de Salud para garantizar que los usuarios 

reciben atención profesional especializada, y que los servicios de salud que solicitan 

sean adecuados, y no exista riesgo para la salud, integridad o vida del usuario. 

 

1.2.2 la SECRETARÍA SECCIONAL DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL DE 

ANTIOQUIA y CENTRO DE DIAGNOSTICO OTOLÓGICO S.A.S a pesar de estar 

debidamente notificadas no emitieron pronunciamiento alguno. 

 

 

II. CONSIDERACIONES 
 
 

2.1. Competencia. - Esta agencia judicial es competente para conocer y fallar de 

acuerdo con lo preceptuado en los artículos 86 de la Constitución Nacional, art. 37 

del Decreto 2591 de 1991 y el inciso 2°, numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1382 

de 2000. 



   

 

   

 

 

2.2. Problema jurídico. - Corresponde determinar si las entidades de salud 

accionadas están vulnerando a PEDRO JOSÉ OCAMPO ÁLVAREZ los derechos 

fundamentales invocados al no realizarle SUSTITUCIÓN DE PRÓTESIS AURICULAR 

VISTAFIX DE COCHLEAR, arguyendo que se trata de un procedimiento estético. 

 

2.3. Marco Normativo aplicable. - Constitución Política: Arts. 1, 2, 11, 48, 49, 

86, 228, 230.  Decreto 2591 de 1991: Arts. 1, 5, 10, 23, 27, 29, 42. Decreto 306 de 

1992: Arts. 4 y 6. Decreto 1382 de 2000. 

 

2.4. De la acción de tutela - La acción de tutela conforme al artículo 86 de la 

Carta Política de 1991, es un mecanismo de protección de carácter residual y 

subsidiario que puede ser utilizado ante la vulneración o amenaza de derechos 

fundamentales, cuando no exista otro medio idóneo para la protección de los 

derechos invocados, o cuando existiendo otro medio de defensa judicial, se requiera 

acudir al amparo constitucional como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable (artículo 8 del Decreto 2591 de 1991). 

 

La naturaleza subsidiaria y excepcional de la acción de tutela, permite reconocer la 

validez de los medios y recursos ordinarios de protección judicial, como mecanismos 

legítimos y prevalentes para la salvaguarda de los derechos. De manera que, al 

existir estos mecanismos, los ciudadanos se encuentran obligados a acudir de 

manera preferente a ellos, cuando son conducentes para conferir una eficaz 

protección constitucional. De allí que quien alega la afectación de sus derechos debe 

agotar los medios de defensa disponibles por la legislación para el efecto, exigencia 

ésta que se funda en el principio de subsidiariedad de la tutela descrita, que 

pretende asegurar que una acción tan expedita no sea considerada en sí misma una 

instancia más en el trámite jurisdiccional, ni un mecanismo de defensa que 

reemplace aquellos diseñados por el legislador, y menos aún, un camino excepcional 

para solucionar errores u omisiones de las partes. 

 

 

2.5. Sobre el Derecho a la vida digna y la seguridad social y la salud. La 

Corte Constitucional ha reiterado, que la tutela no solo procede para proteger el 

derecho a la vida reducida a su simple existencia biológica, sino que esta debe 



   

 

   

 

entenderse dentro de una dimensión más amplia, que comprenda una vida digna, 

Lo anterior por cuanto se ha estimado que el derecho a la vida en sí mismo 

considerado, no es un concepto restrictivo que se limita a la idea reducida de peligro 

de muerte, sino que se extiende a la posibilidad concreta de recuperación y 

mejoramiento de las condiciones de salud, en la medida en que ello sea posible, 

cuando estas condiciones se encuentran debilitadas o lesionadas y afecten la calidad 

de vida de las personas o las condiciones necesarias para garantizar a cada quien, 

una existencia digna.  

  

La Seguridad Social es reconocida en nuestro ordenamiento jurídico como un 

derecho constitucional fundamental. De esta manera, los artículos 48 y 49 de --- 

Carta Política establecen la seguridad social, por un lado, como un derecho 

irrenunciable, y, por otro lado, como un servicio público, de tal manera que, por la 

estructura de este derecho, es el Estado el obligado a dirigir, coordinar y controlar 

su efectiva ejecución.  

  

La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad 

social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues 

son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las 

personas a la seguridad social.  

  

De este modo, la Corte Constitucional ha establecido que la acción de tutela es 

procedente para proteger el suministro de los servicios médicos que se requieren 

con necesidad, es decir, aquellos "indispensables para conservar su salud, cuando 

se encuentre comprometida gravemente su vida, su integridad personal o su 

dignidad". De forma que se "garantiza a toda persona, por lo menos, el acceso a 

los servicios de salud de los cuales depende su mínimo vital y su dignidad como 

persona".  

  

El artículo 49 de la Carta Política consagra la salud como un valor con doble 

connotación: por un lado, se constituye en un derecho constitucional y, por otro, en 

un servicio público de carácter esencial. De esta forma, establece la obligación a 

cargo del Estado de garantizar a todas las personas la atención que requieran, así 

como la potestad que tienen las personas de exigir el acceso a los programas de 

promoción, protección y recuperación.  



   

 

   

 

  

A partir de dicha disposición, la Corte Constitucional ha reconocido, en reiterada 

jurisprudencia, que el derecho a la salud es fundamental y "comprende toda una 

gama de facilidades, bienes y servicios que hacen posible, de acuerdo at mandato 

contenido en diversos instrumentos internacionales, el imperativo de garantizar el 

nivel más alto posible de salud".  

 

De este modo, la Corte Constitucional ha establecido que la acción de tutela es 

procedente para proteger el suministro de los servicios médicos que se requieren 

con necesidad, es decir, aquellos "indispensables para conservar su salud, cuando 

se encuentre comprometida gravemente su vida, su integridad personal o su 

dignidad". De forma que se "garantiza a toda persona, por lo menos, el acceso a 

los servicios de salud de los cuales depende” 

 

2.6.- Exclusiones de servicios o atenciones en salud. Distinción entre los 

procedimientos estéticos y los procedimientos funcionales en el Plan de 

Beneficios en Salud. Sentencia T 579 de 2017. 

  

Con todo, como ya se alcanzó a mencionar, pueden existir servicios no incluidos en 

el sistema de salud, tal y como lo dispone el artículo 15 de la Ley 1751 de 2015, el 

que establece exclusiones expresas a ciertas prestaciones de salud, entre ellas las 

estéticas o de embellecimiento, tema que se pasa a explicar. 

  

En efecto, la norma en comento dispone lo siguiente 

  

Artículo 15. “Prestaciones de salud. El Sistema garantizará el derecho fundamental 

a la salud a través de la prestación de servicios y tecnologías, estructurados sobre 

una concepción integral de la salud, que incluya su promoción, la prevención, la 

paliación, la atención de la enfermedad y rehabilitación de sus secuelas. 

 

En todo caso, los recursos públicos asignados a la salud no podrán destinarse a 

financiar servicios y tecnologías en los que se advierta alguno de los siguientes 

criterios: 

 



   

 

   

 

a) Que tengan como finalidad principal un propósito cosmético o suntuario 

no relacionado con la recuperación o mantenimiento de la capacidad 

funcional o vital de las personas; 

b) Que no exista evidencia científica sobre su seguridad y eficacia clínica; 

c) Que no exista evidencia científica sobre su efectividad clínica; 

d) Que su uso no haya sido autorizado por la autoridad competente; 

e) Que se encuentren en fase de experimentación; 

f) Que tengan que ser prestados en el exterior. 

 

Los servicios o tecnologías que cumplan con esos criterios serán explícitamente 

excluidos por el Ministerio de Salud y Protección Social o la autoridad competente 

que determine la ley ordinaria, previo un procedimiento técnico-científico, de 

carácter público, colectivo, participativo y transparente. En cualquier caso, se deberá 

evaluar y considerar el criterio de expertos independientes de alto nivel, de las 

asociaciones profesionales de la especialidad correspondiente y de los pacientes que 

serían potencialmente afectados con la decisión de exclusión. Las decisiones de 

exclusión no podrán resultar en el fraccionamiento de un servicio de salud 

previamente cubierto, y ser contrarias al principio de integralidad e interculturalidad. 

(…)” 

  

Como se advierte de la lectura de la norma trascrita, es claro, que el Legislador 

consideró que a efectos de poder asegurar una mayor cobertura de los servicios de 

salud, y dadas las restricciones de orden económico y/o financiero del propio Sistema 

General de Seguridad Social en Salud –SGSSS-, el cubrimiento contendrá, como 

regla general, todas las prestaciones que requiera el usuario en salud, excepto las 

que cumplan con los criterios establecidos en la norma en cita. 

  

Sin embargo, como ya se señaló al explicarse el principio de la integralidad del 

derecho a la salud, si en un caso en particular se advierte que una persona (i) 

encuentra afectado su derecho fundamental a la salud, (ii) no existe un sustituto 

dentro de las prestaciones en salud incluidas en el Plan de Beneficios en Salud, (iii) 

no cuenta con los recursos económicos para asumir por su cuenta los servicios 

médicos que requiere para restablecer su salud, y (iv) existe ya una orden médica 

que determina la atención reclamada, ha de considerarse que a pesar que el servicio 

se encuentre expresamente excluido, se podrá por vía de la interpretación pro 

homine de las normas reguladoras del servicio o la atención médica, ordenar su 



   

 

   

 

prestación o suministro, aun cuando la misma encaje dentro de alguna de las 

causales de expresa exclusión. 

  

Ciertamente, deberá entenderse que la prestación reclamada se requiere por 

extrema necesidad, al punto que sin ella no se podría asegurar la prevalencia de los 

derechos fundamentales. Y este planteamiento encuentra su justificación 

jurisprudencial en la misma sentencia C-313 de 20141, que indicó que: “al revisarse, 

los requisitos para hacer inaplicables las exclusiones del artículo 15, se está 

justamente frente a lo que la Sala ha entendido como ‘requerido con necesidad’, con 

lo cual, queda suficientemente claro que esta categoría se preserva en el ámbito 

normativo del derecho fundamental a la salud (…)”2 

  

Ahora bien, como se observa, la primera exclusión expresa de los beneficios en salud 

que no podría ser cubierta con cargo a los recursos del Plan de Beneficios en Salud, 

son todos aquellos servicios médicos con fines cosméticos o suntuarios que no 

tengan relación alguna con la recuperación, restablecimiento o mantenimiento de la 

capacidad funcional o vital de las personas. En este punto, resulta de vital 

importancia hacer claridad en torno a las diferencias existentes entre una atención 

médica con fines cosméticos o de embellecimiento y aquellas de carácter funcional. 

  

Así, con la expedición de la Resolución No. 6408 de 20163 del Ministerio de Salud y 

Protección Social, por la cual se define, aclara y actualiza integralmente el Plan 

Beneficios en Salud, se contempla que entre las tecnologías no financiadas con cargo 

a la UPC, se encuentran aquellas “cuya finalidad no sea la promoción de la salud, 

prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación o paliación de la enfermedad.”, 

 
1 Magistrado Ponente Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 

2 En pertinente indicar que en la aludida sentencia el término “necesidad” fue declarado inexequible en múltiples artículos, 

entre otras razones, porque resultaba indeterminado y, por lo mismo, incidía  negativamente en el acceso a la salud. Sin 
embargo, es claro que el párrafo citado en su totalidad es esclarecedor sobre lo qué entiende esta Corporación por el criterio 

de “requerir con necesidad”, pues cobija las exclusiones del sistema y no corresponde a una regla que abarque los 
tratamientos, insumos o medicamentos que se hallen incluidos en él. De manera general, en la sentencia en cita, se dijo que: 
“Como se puede apreciar, la providencia transcrita incorpora todos los elementos de lo que la jurisprudencia desarrollada por 
este Tribunal Constitucional ha denominado, refiriéndose  a las tecnologías o servicios en materia de salud, como ‘requerido 
con necesidad’. Si bien es cierto, en esta decisión, al estudiarse la constitucionalidad de preceptos como los contenidos en el 
literal e) del inciso 2º. del artículo 6 o, en el parágrafo 1º del inciso 2 del artículo 10, la Corte aclaró que ‘requerido con 
necesidad’ no podía entenderse en el sentido acuñado por la jurisprudencia, igualmente, resulta cierto que al revisarse, los 
requisitos  para hacer inaplicables las exclusiones del artículo 15, se está justamente frente a lo que la Sala ha entendido como 
‘requerido con necesidad’, con lo cual, queda suficientemente claro que esta categoría se preserva en el ámbito normativo del  
derecho fundamental a la salud, pero, también se advierte cuál es su lugar y, en cuales circunstancias opera.// La precisión 
inmediatamente referida resulta importante, pues, la expresión en comento no tiene el mismo significado a lo largo del texto 
expedido por el legislador estatutario. En suma, al momento de resolverse la aplicabilidad o inaplicabilidad de alguna de las 
exclusiones, el intérprete correspondiente, habrá de atender lo considerado por la jurisprudencia en las numerosas decisiones  
de tutela en las cuales ha tenido oportunidad de proteger el derecho a la salud acorde con las exigencias indicadas en la 
providencia antes transcrita”. 
3 “Por la cual se modifica el Plan de Beneficios en Salud con cargo a la Unidad de Pago por Capitación (UPC)”. 



   

 

   

 

y los “Servicios y tecnologías en salud conexos, así como las complicaciones que 

surjan de las atenciones en los eventos y servicios que cumplan los criterios de no 

financiación con recursos del SGSSS señalados en el artículo 154 de la Ley 1450 de 

2011”. (Art. 132, núm. 1 y 5)4. 

  

En desarrollo de esta premisa, el artículo 8 de la Resolución en cita consagra una 

distinción entre la cirugía cosmética o de embellecimiento y la cirugía reparadora o 

funcional, en los siguientes términos:  

  

“7. Cirugía plástica estética, cosmética o de embellecimiento: Procedimiento 

quirúrgico que se realiza con el fin de mejorar o modificar la apariencia o el aspecto 

del paciente sin efectos funcionales u orgánicos. 

  

8. Cirugía plástica reparadora o funcional: Procedimiento quirúrgico que se 

practica sobre órganos o tejidos con la finalidad de mejorar, restaurar o restablecer 

la función de los mismos, o para evitar alteraciones orgánicas o funcionales. Incluye 

reconstrucciones, reparación de ciertas estructuras de cobertura y soporte, manejo 

de malformaciones congénitas y secuelas de procesos adquiridos por traumatismos 

y tumoraciones de cualquier parte del cuerpo.” 

  

En adición a lo expuesto, el artículo 36 de la Resolución 6408 de 2016, es claro en 

indicar que todos aquellos tratamientos o procedimientos de carácter reconstructivos 

que tengan una finalidad funcional, de conformidad con el criterio del médico 

tratante, se encuentran dentro del Plan de Beneficios en Salud y deben ser asumidos 

por el sistema. La disposición en cita establece que: 

  

“ARTÍCULO 36. TRATAMIENTOS RECONSTRUCTIVOS. En el Plan de Beneficios 

en Salud con cargo a la UPC están cubiertos los tratamientos reconstructivos 

definidos en el anexo 2 ‘Listado de Procedimientos en Salud del Plan de Beneficios 

en Salud con cargo a la UPC’, que hace parte integral de este acto administrativo, 

en tanto tengan una finalidad funcional de conformidad con el criterio del profesional 

en salud tratante.” 

  

 
4 El presente acto administrativo rige a partir del 1° de enero de 2017 y deroga las Resoluciones 5592 de 2015, 001 de 2016 
y demás disposiciones que le sean contrarias. 



   

 

   

 

A partir de este tipo de lineamientos se puede advertir que en el tema concreto de 

las cirugías plásticas existen dos tipos de intervenciones quirúrgicas muy distintas5. 

Por una parte, las consideradas de carácter cosmético, de embellecimiento o 

suntuarias, cuya finalidad última es la de modificar o alterar la estética o apariencia 

física de una parte del cuerpo con el fin de satisfacer el concepto subjetivo que la 

persona que se somete a este tipo de intervenciones tiene sobre el concepto de 

belleza. Por otra parte, se encuentran aquellas intervenciones quirúrgicas cuyo 

interés es el de corregir, mejorar, restablecer o reconstruir la funcionalidad de un 

órgano con el fin de preservar el derecho a la salud dentro de los parámetros de una 

vida sana y digna, así como también con el fin contrarrestar las afecciones 

sicológicas que atentan también contra del derecho a llevar una vida en condiciones 

dignas. 

  

Es entendible en consecuencia que las cirugías plásticas con fines meramente 

estéticos no pueden estar cubiertas por el Plan de Beneficios en Salud (antes Plan 

Obligatorio de Salud), como en efecto así se contempla. Incluso en este tipo de 

cirugías plásticas, los efectos secundarios que de ellas se deriven tampoco se podrán 

asumir con cargo al PBS. Ciertamente, la norma se refiere a todos aquellos efectos 

previsibles de acuerdo a las técnicas utilizadas y los diferentes factores científicos y 

humanos que si bien puede ser calculados no se pueden prevenir. 

  

En lo que refiere a las cirugías plásticas funcionales o reconstructivas, su realización 

podrá ser asumida por las EPS, siempre que se cuente con una orden médica que 

así lo requiera, prescrita por un profesional vinculado con la Entidad Promotora de 

Salud. Sobre el particular, esta Corte indicó en la sentencia T-392 de 20096 que 

“[Desde] un punto de vista científico una cirugía plástica reconstructiva tiene fines 

meramente ‘estéticos’ o ‘cosméticos’ cuando, ‘es realizada con la finalidad de 

cambiar aquellas partes del cuerpo que no son satisfactorias para el paciente’, 

mientras que, es reconstructiva con fines funcionales cuando ‘está enfocada en 

disimular y reconstruir los efectos destructivos de un accidente o trauma’. La cirugía 

reconstructiva hace uso de técnicas de osteosíntesis, traslado de tejidos mediante 

colgajos y trasplantes autólogos de partes del cuerpo sanas a las afectadas.” 

  

 
5 Sobre este tema se pronunció recientemente la Corte en las Sentencias T-570 de 2013, T-022 de 2014, T-142 de 2014 y 

T-381 de 2014. 
6 Magistrado Ponente Humberto Antonio Sierra Porto. 



   

 

   

 

Aunado a lo anterior, habrá de tenerse en cuenta que una cirugía será considerada 

como estética o funcional a partir de una valoración o dictamen científico 

debidamente soportado, y no en consideraciones administrativas o financieras de 

las EPS o las subjetivas del paciente que reclama la atención. Queda claro entonces, 

que las cirugías estéticas se encuentran expresamente excluidas del PBS, mientras 

que las reconstructivas o funcionales si entienden incluidas y a cargo de las EPS. 

  

2.7 El caso en estudio y solución al problema jurídico planteado. - Es 

importante resaltar que el derecho a la salud es un derecho fundamental autónomo, 

dada su estrecha vinculación con la dignidad humana.  

  

La Corte Constitucional en sentencia T- 120 de 2017 indicó: “9. La jurisprudencia 

de esta Corporación 12 y la Ley 1751 de 201513, han establecido que la salud es un derecho 

fundamental que se define como “la facultad que tiene todo ser humano de mantener la 

normalidad orgánica funcional, tanto física como en el plano de la operatividad mental, y de 

restablecerse cuando se presente una perturbación en la estabilidad orgánica y funcional de 

su ser”14. Al mismo tiempo, se ha indicado que tal derecho se debe garantizar en condiciones 

de dignidad dado que su materialización resulta indispensable para el ejercicio de otros 

derechos fundamentales.   

…   

20. Igualmente, la jurisprudencia de esta Corporación ha indicado que al juez constitucional 

le asiste el deber de ordenar el suministro de los tratamientos médicos necesarios para 

conservar o restablecer la salud de los pacientes. Lo anterior con el fin de evitar la 

presentación de acciones de tutela por cada servicio que sea prescrito por el médico al 

paciente y respecto de una misma patología, y permitir la prestación continua de los servicios 

de salud16.    

    

21. En síntesis, el derecho fundamental a la salud está definido como la facultad del ser 

humano de mantener la normalidad orgánica funcional, física y mental. Tal derecho debe 

garantizarse en condiciones de dignidad por ser indispensable para el ejercicio de otros 

derechos también fundamentales. La Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad establece que a los Estados Partes les asiste el deber de (i) proporcionar los 

servicios de salud que necesite la población en condición de discapacidad; (ii) proporcionar 

tales servicios lo más cerca posible a sus comunidades; (iii) prohibir la discriminación contra 

dicha población en la prestación de seguros de salud y de vida permitidos en la legislación, 

(iv) velar porque aquellos seguros se presten de manera justa y razonable e; (v) impedir 

que se nieguen los servicios de salud, o de atención de la salud, por motivos relacionados 

con la discapacidad de los usuarios. Esta Corte ha dispuesto que las personas tienen derecho 

a contar con un diagnóstico efectivo y a una atención en salud integral atendiendo las 

disposiciones generadas por el médico tratante sobre una misma patología.    



   

 

   

 

…   

25. Esta Corporación también ha aceptado la posibilidad de reconocer tratamientos o 

suministros que no están incluidos o que están expresamente excluidos del POS. Con tal 

objetivo, se deben agotar las siguientes exigencias:    

   

“(i) la falta del servicio médico vulnera o amenaza los derechos a la vida y a la integridad 

personal de quien lo requiere; (ii) el servicio no puede ser sustituido por otro que se 

encuentre incluido en el plan obligatorio; (iii) el interesado no puede directamente costearlo, 

ni las sumas que la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio se encuentra 

autorizada legalmente a cobrar, y no puede acceder al servicio por otro plan distinto que lo 

beneficie; y (iv) el servicio médico ha sido ordenado por un médico adscrito a la entidad 

encargada de garantizar la prestación del servicio a quien está solicitándolo”17”   

  

Analizadas la documentación aportada por el accionante, se tiene que PEDRO JOSÉ 

OCAMPO ÁLVAREZ, padece de AUSENCIA CONGÉNITA ATRESIA/MICORTIA 

DERECHA y como consecuencia de ello una HIPOACUSIA CONDUCTIVA y que en la 

actualidad requiere SUSTITUCIÓN DE PRÓTESIS AURICULAR VISTAFIX DE 

COCHLEAR, por deterioro de la actual. 

 

Al respecto la EPS SAVIA SALUD indicó que, Una vez revisado la acción de tutela en 

comento se evidencia que el usuario fue valorado en la Clínica Soma el 23 de junio 

por otología donde el médico le ordenó código cups 187101 reconstrucción protésica 

de aurícula para cambio de prótesis auriculares en silicón bilateral, no le ordena 

prótesis auricular vistafix de coclear. En virtud de lo anterior se analizó la solicitud y 

luego de ello se conceptuó la pertinencia médica por parte de la médica Gladys 

Amparo Ramírez lo siguiente: “en conclusión, el usuario Pedro José Ocampo Álvarez 

identificado con cc 1000308232, de 18 años de vida, solicita procedimiento estético, 

no funcional, el hecho de autorizarlo sería incurrir en detrimento patrimonial del 

estado, por lo tanto, no es posible generar la autorización, se reitera es estético”. 

 

Ahora revisada la documentación que obra en el expediente, se observa que el 

tutelante fue atendido por medico especialistas otorrino y otólogo, en atención a 

remisión realizada por su EPS, en la cual indica “cambio de prótesis auricular en 

silicona bilateral (urgente), pero de los anexos aportados no es posible establecer 

conforme la jurisprudencia a establecido; si el deterioro de la prótesis actual 

comprometen muy gravemente la funcionalidad de los órganos o tejidos o de otros 



   

 

   

 

órganos o tejidos del cuerpo, por lo que se procederá a otorgar el amparo 

deprecado.    

  

En consecuencia, se ordenará a EPS SAVIA SALUD que en el término de cuarenta y 

ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de la presente providencia, 

practique una valoración por un médico de la entidad promotora de salud para que 

determine si el deterioro de la prótesis actual compromete muy gravemente la 

funcionalidad de los órganos o tejidos o de otros órganos o tejidos del cuerpo y de 

ser el caso, la pertinencia, conducencia, necesidad y viabilidad de ordenar el 

procedimiento SUSTITUCIÓN DE PRÓTESIS AURICULAR VISTAFIX DE COCHLEAR, 

para su patología ordene y autorice los mismos.  

  

Dicho lo anterior, pasa el despacho a ocuparse de la procedencia del tratamiento 

integral; para la Corte Constitucional:   

  

“…tal principio implica que la atención y el tratamiento a que tienen derecho 

las personas que se encuentran afiliadas al sistema de seguridad social en 

salud, son integrales, lo que quiere decir que debe contener todo el cuidado, 

suministro de medicamentos, cirugías, exámenes de diagnóstico, 

tratamientos de rehabilitación y todo lo que el médico considere necesario 

para restablecer la salud del paciente o para aminorar sus dolencias y pueda 

llevar una vida en condiciones dignas…”.  

  

Para el caso concreto, se evidencia que PEDRO JOSÉ OCAMPO ÁLVAREZ, no cuenta 

con diagnóstico definitivo en relación con la afectación de la funcionalidad de los 

órganos o tejidos por parte de su EPS, por lo cual el tratamiento integral no será 

concedido, por cuanto no se advierte de acuerdo con el material probatorio allegado 

al plenario que se haya negado la prestación de servicios médicos asistenciales por 

parte de la entidad prestadora de servicios de salud accionada, para el caso 

concreto, de acuerdo a las manifestaciones y la prueba documental aportada por la 

accionante, se desprende que la paciente aún no tiene una patología determinada 

o estado de salud diagnosticado por los médicos tratantes, toda vez que lo que se 

busca es la detección temprana de la enfermedad para establecer el tratamiento a 

seguir de manera oportuna. 

 



   

 

   

 

Finalmente, por ser la EPS SAVIA SALUD la entidad promotora de salud a la cual se 

encuentra afiliada la accionante en salud y ser la encargada directamente de la 

prestación de los servicios de salud a través de su red de instituciones prestadoras 

del servicio con la cuales tiene convenio, no se emitirá pronunciamiento alguno 

contra la SECRETARÍA SECCIONAL DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL DE 

ANTIOQUIA y CENTRO DE DIAGNOSTICO OTOLÓGICO S.A.S. 

 

En mérito de lo dicho, EL JUZGADO CATORCE CIVIL MUNICIPAL DE 

ORALIDAD DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre del Pueblo y por 

mandato constitucional, 

 

I. FALLA: 

PRIMERO: Conceder el amparo constitucional invocado al interior de esta Acción 

promovida por PEDRO JOSÉ OCAMPO ÁLVAREZ en contra EPS SAVIA SALUD, 

por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: En consecuencia, se ordena a E.P.S. EPS SAVIA SALUD que en el 

término de las cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de la 

presente providencia, practique una valoración por un médico de la entidad 

promotora de salud a PEDRO JOSÉ OCAMPO ÁLVAREZ para que determine si el 

deterioro de la prótesis actual compromete muy gravemente la funcionalidad de los 

órganos o tejidos o de otros órganos o tejidos del cuerpo y de ser el caso, la 

pertinencia, conducencia, necesidad y viabilidad de ordenar el procedimiento 

SUSTITUCIÓN DE PRÓTESIS AURICULAR VISTAFIX DE COCHLEAR, para su 

patología ordene y autorice los mismos. 

 

TERCERO: Se deniega el Tratamiento Integral con base en los argumentos 

expuestos. 

 

CUARTO: Finalmente, por ser la EPS SAVIA SALUD la entidad promotora de salud 

a la cual se encuentra afiliada la accionante en salud y ser la encargada 

directamente de la prestación de los servicios de salud a través de su red de 

instituciones prestadoras del servicio con la cuales tiene convenio no se emitirá 

pronunciamiento alguno contra de la SECRETARÍA SECCIONAL DE SALUD Y 



   

 

   

 

PROTECCIÓN SOCIAL DE ANTIOQUIA y CENTRO DE DIAGNOSTICO OTOLÓGICO 

S.A.S. 

 

QUINTA: Notifíquese a las partes de manera personal o, en subsidio, vía fax o por 

el medio más expedito, a más tardar, al día siguiente de la fecha en que se profiere 

esta decisión. 

 

SEXTA:  Esta decisión puede ser impugnada dentro de los tres (03) días siguientes 

a su notificación, remítase, al día siguiente, a La Corte Constitucional para su 

eventual revisión. Remisión que se adelantará una vez se levanta la suspensión 

eventual por la referida Corte. 

  
 

NOTIFÍQUESE. 
 

 

JHON FREDY CARDONA ACEVEDO  
Juez 

MCH 
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